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RECURRENTE: MORENA

RESPONSABLE: CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL

[bookmark: _Hlk26806362]MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA VALLE AGUILASOCHO

SECRETARIADO: LAURA ANGÉLICA RAMÍREZ HERNÁNDEZ, JESÚS MANUEL DURÁN MORALES Y JOSÉ ALBERTO MONTES DE OCA SÁNCHEZ
COLABORÓ: DANIEL ALEJANDRO RAMIREZ MERAZ

Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis.[footnoteRef:1] [1:  Todas las fechas corresponden al año dos mil veintiséis, salvo distinta precisión.] 

[bookmark: _Hlk216779589]Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que confirma, en la materia de impugnación, el acuerdo INE/CG626/2026, emitido por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, en cumplimiento a lo resuelto en el recurso SUP-RAP-77/2026, respecto de las conclusiones 7.12-C1-MORENA-GT y 7.15-C2-MORENA-JL, derivadas de la revisión de los informes anuales de ingresos y gastos de Morena, correspondientes al ejercicio dos mil veinticuatro.
Lo anterior, al considerarse que la autoridad responsable se ajustó a los efectos ordenados para el estudio de las conclusiones de responsabilidad, aunado a que el recurrente no controvierte directamente la insuficiencia probatoria para demostrar la naturaleza de las actividades detectadas.   
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[bookmark: _Toc225943450][bookmark: _Toc227745553][bookmark: _Toc227746409][bookmark: _Toc227748218][bookmark: _Toc245137780]GLOSARIO

	Acto controvertido:
	Acuerdo INE/CG626/2026 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, emitido en cumplimiento de la sentencia SUP-RAP-77/2026.

	
Autoridad Responsable/ Consejo General:
	
Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

	
Constitución Federal:

	
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	Dictamen consolidado:
	Dictamen INE/CG89/2026 sobre la revisión de los informes anuales de ingresos y gastos de Morena del ejercicio dos mil veinticuatro.

	
INE:
	
Instituto Nacional Electoral.


	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.


	Ley General de Partidos:

	Ley General de Partidos Políticos.

	Ley Orgánica:
	Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.



	Reglamento de Fiscalización:
	Reglamento de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral.

	
Sala Superior:


	
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



	UTF:
	Unidad Técnica de Fiscalización de la Comisión de Fiscalización del Consejo General del INE.

	
	


1. [bookmark: _Toc209542548][bookmark: _Toc245137781][bookmark: _Toc472945871][bookmark: _Toc472945697][bookmark: _Toc473191361][bookmark: _Toc473108745]ANTECEDENTES
1. 1.1. Dictamen y resolución de origen [INE/CG89/2026 e INE/CG96/2026]. El cinco de marzo, el Consejo General emitió la resolución derivada de las irregularidades detectadas en el dictamen consolidado de la revisión de los informes anuales de ingresos y gastos de Morena, correspondientes al ejercicio dos mil veinticuatro, y le impuso diversas sanciones.
2. 1.2. Primer recurso de apelación [SUP-RAP-77/2026]. El once de marzo, inconforme con la resolución precisada, Morena interpuso recurso de apelación, mismo que esta Sala Superior resolvió el veintidós de julio siguiente, y revocó parcialmente el dictamen consolidado y esa determinación.
3. En lo que interesa, se ordenó al INE emitir otra resolución sobre las conclusiones 7.1-C20-MORENA-CEN, 7.12-C1-MORENA-GT, 7.12-C2-MORENA-GT, 7.15-C2-MORENA-JL y 7.15-C7-MORENA-JL, mediante el análisis exhaustivo de los argumentos de defensa del partido y la valoración integral de las pruebas.
4. 1.3. Acuerdo de cumplimiento [INE/CG626/2026]. El quince de octubre, el Consejo General aprobó el acuerdo de cumplimiento, en el que atendió las cinco conclusiones comprendidas en los efectos de la sentencia. Por lo que hace a las conclusiones 7.12-C1-MORENA-GT y 7.15-C2-MORENA-JL, de las entidades de Guanajuato y Jalisco, mantuvo sanciones consistentes en $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.) y $1,816,521.81 (un millón ochocientos dieciséis mil quinientos veintiún pesos 81/100 M.N.), respectivamente.
5. 1.4. Recurso de apelación. El veintiuno de octubre, Morena interpuso este medio de impugnación para controvertir el acuerdo de cumplimiento, únicamente por lo que hace a las dos conclusiones referidas en el punto anterior.
[bookmark: _Toc245137782][bookmark: _Toc64539423]2. COMPETENCIA
6. [bookmark: _Hlk72354452]Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente recurso de apelación, toda vez que se impugna un acuerdo de un órgano central del INE[footnoteRef:2], emitido en cumplimiento de la sentencia SUP-RAP-77/2026, respecto de conclusiones sancionatorias derivadas de un procedimiento de fiscalización.  [2:  Lo anterior, con fundamento en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción VIII, de la Constitución Federal; 253, fracción VI, y 256, fracción II, de la Ley Orgánica; 42 y 44, apartado 1, inciso a), de la Ley de Medios. ] 

[bookmark: _Toc245137783]3. PROCEDENCIA
7. El recurso de apelación es procedente porque reúne los requisitos previstos en los artículos 7, párrafo 2; 8; 9, párrafo 1; 13, párrafo 1, inciso a), fracción I; 42 y 45, párrafo 1, inciso b), fracción I, de la Ley de Medios, conforme a lo razonado en el auto de admisión[footnoteRef:3]. [3:  Que obra en autos del expediente principal.] 

[bookmark: _Toc245137784]4. ESTUDIO DE FONDO
[bookmark: _Toc209542552][bookmark: _Toc245137785]4.1. Materia de la controversia 
8. La controversia en el presente caso subsiste respecto a dos conclusiones sancionatorias.
· 7.12-C1-MORENA-GT, relativa al estado de Guanajuato, mediante la cual el Consejo General determinó que omitió rechazar una aportación de persona no identificada, consistente en publicidad pagada o pautado, por un monto de $60,000.00 (sesenta mil pesos 00/100 M.N.). 
· 7.15-C2-MORENA-JL, referente al estado de Jalisco, por la que se determinó su responsabilidad al no reportar gastos de campaña, por concepto de honorarios asimilables a salarios, derivado de la contratación de personal eventual en el periodo de marzo a junio de dos mil veinticuatro, por un monto de $1,211,014.54 (un millón doscientos once mil catorce pesos 54/100 M.N.).
[bookmark: _Toc245137786]4.2. Caso concreto.
[bookmark: _Toc245137787]4.2.1. Conclusión 7.12-C1-MORENA-GT.
	Conclusión
	       Monto de la sanción

	7.12-C1-MORENA-GT “El sujeto obligado omitió rechazar la aportación de una persona no identificada consistente en publicidad pagada o pautado, por un monto de $60,000.00 (sesenta mil pesos 00/100 M.N.).”
	Una reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual que corresponda al Partido, por concepto de Financiamiento Público para el Sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar la cantidad de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.).


4.2.1.1. Contexto de la infracción.
9. La autoridad fiscalizadora analizó los registros contables del sujeto obligado relacionados con la comprobación de egresos, a fin de verificar que estuvieran respaldados con documentación suficiente para acreditar el destino y aplicación de los recursos públicos.
10. Derivado de dicho análisis, advirtió que Morena omitió presentar documentación comprobatoria respecto de propaganda en internet detectada durante el proceso electoral 2023-2024.
11. En específico, observó la ausencia de registro contable en su informe Anual 2024, respecto de cinco publicaciones de la página denominada “Infórmate Morena” identificadas con los consecutivos 488, 490, 491, 492 y 493 del anexo del dictamen consolidado.
12. Morena respondió a las observaciones mediante los escritos CEEGTO/SF/058/2025 y CEEGTO/SF/069/2025, de trece de noviembre y doce de diciembre de dos mil veinticinco, respectivamente,  cuestionando el seguimiento dado por la autoridad fiscalizadora en la revisión anual; refirió que el partido no administra la citada página de internet y sostuvo que los contenidos publicados provenían de terceros, además, que estaban protegidos por la libertad de expresión y que podían elaborarse a través de aplicaciones gratuitas.
13. Al resolver el SUP-RAP-77/2026, este órgano jurisdiccional revocó la conclusión por falta de exhaustividad y ordenó a la autoridad responsable atender los siguientes planteamientos: 1) por qué existía una vinculación de los promocionales con Morena, independientemente de que el partido los desconozca; 2) por qué constituye propaganda electoral; 3) por qué se debía cuantificar como gasto propio o de terceros dentro de la contabilidad de Morena; 4) por qué la determinación no vulnera la libertad de expresión, y 5) pronunciarse sobre la falta de erogación para la elaboración de las publicaciones.
14. En cumplimiento a lo anterior, el INE comparó las publicaciones controvertidas con la propaganda reportada por el sujeto obligado dentro del Sistema Integral de Fiscalización y concluyó que el partido omitió rechazar una aportación de persona no identificada, conservando el monto involucrado de $60,000.00 (sesenta mil pesos 00/100 M.N.), y fijó la sanción final en $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.), mediante reducción del veinticinco por ciento de las ministraciones mensuales de financiamiento público ordinario, hasta alcanzar esa cantidad. 
4.2.1.2. Agravios.
15. Respecto a la conclusión 7.12-C1-MORENA-GT Morena plantea lo siguiente. 
· Se omitió nuevamente el estudio de las manifestaciones hechas en las respuestas que dio a los oficios de errores y omisiones, cuando le fue ordenado analizar la totalidad de manifestaciones en la ejecutoria SUP-RAP-77/2026. Señala que se encontraban cerradas las etapas de fiscalización sobre el periodo respectivo, cuestiona la naturaleza de la propaganda observada, en virtud de que aduce no debía vinculársele por la publicación en una página completamente ajena a Morena, además de la posibilidad de elaborar el material difundido de manera gratuita.
· Sostiene que la coincidencia de las frases y los elementos gráficos es insuficiente para atribuir a Morena las publicaciones hechas por terceros ajenos, sin pruebas que demuestren la contratación, financiamiento o coordinación del partido con la plataforma digital; se restringen los derechos de libertad de expresión y asociación; la sanción vulnera los principios del derecho administrativo sancionador.
· Las expresiones que hacen referencia a Guanajuato, contenidas en las publicaciones, no demuestran que los anuncios fueron efectivamente difundidos, dirigidos o entregados a personas ubicadas en esa entidad, y que la autoridad fiscalizadora debió revisar los datos de distribución y alcance geográfico, incluida la información disponible en la Biblioteca de Anuncios Meta.
· Le causa perjuicio la modificación de la conducta de egreso no reportado a omisión de rechazar una aportación de persona no identificada, toda vez que a su juicio no se llevó a cabo ninguna diligencia que permita llegar a esa conclusión; hubo exceso en el cumplimiento de la sentencia, se vulneró su derecho de audiencia sobre la nueva calificación y el principio de non reformatio in peius.
4.2.1.3. Decisión.
16. Los agravios resultan ineficaces e infundados, por lo que procede confirmar la conclusión sancionatoria 7.12-C1-MORENA-GT. 
a) Principio de exhaustividad y alcance de la primera sentencia de esta Sala Superior
17. Resulta ineficaz el agravio porque el recurrente parte de la premisa inexacta de que en la ejecutoria del SUP-RAP-77/2026, se ordenó al INE revisar nuevamente todas las respuestas a los oficios de errores y omisiones. En cambio, el efecto de la revocación se dirigió exclusivamente a las defensas concretas que habían quedado sin respuesta sin retomar aspectos sobre los cuales este órgano jurisdiccional ya había emitido un pronunciamiento. 
18. En particular, en la citada ejecutoria se precisó que el INE sí había atendido el planteamiento sobre cierre de las etapas de precampaña y campaña, al señalar que la propaganda fue localizada fuera de esos periodos, y que el beneficio al partido se debía considerar dentro del gasto ordinario, por lo que tal alegación no puede ser materia de análisis en el presente asunto.[footnoteRef:4] [4:  Aunado a ello, se precisa que el criterio en que basa su agravio, la Tesis LXIII/2015 de rubro:  GASTOS DE CAMPAÑA. ELEMENTOS MÍNIMOS A CONSIDERAR PARA SU IDENTIFICACIÓN, publicada en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, pp. 88 y 89; se refiere a la identificación de gastos de campaña, mientras que en el SUP-RAP-77/2026 quedó definido que el tratamiento de estas publicaciones es gasto ordinario.
] 

19. Por lo que hace a la materia de cumplimiento, se advierte que la responsable comparó las publicaciones promocionadas en la plataforma digital con la propaganda reportada por Morena consistente en anuncios espectaculares, también explicó el beneficio partidista y local; identificó la difusión pagada, al contener la leyenda "Publicidad Pagada por Infórmate Morena" y determinó que el sujeto obligado no aportó elementos de convicción que lo deslindaran de esos hechos.
20. Al respecto, el recurrente se limita a reiterar que todas las defensas no fueron atendidas, pero sin controvertir directamente las razones incorporadas al nuevo acto.  
21. En cuanto a que el Consejo General debía pronunciarse sobre que la publicidad se puede elaborar de manera gratuita; de la lectura conjunta del dictamen y su anexo, se advierte que la autoridad responsable sostuvo que los costos de publicidad se atribuyeron a la difusión de los anuncios e indicó la existencia de un pago a la plataforma, con el objetivo de ampliar el alcance de los mensajes y cuantificó únicamente la publicidad pagada o pautado, es decir, no agregó alguna partida por diseño o producción; consideraciones que tampoco son controvertidas por el recurrente, de ahí la ineficacia de sus planteamientos respecto a la falta de exhaustividad de la resolución impugnada.
b) Publicaciones de terceros y falta de deslinde
22. Es ineficaz lo relacionado con que la autoridad fiscalizadora carece de elementos objetivos y de justificación probatoria para atribuir responsabilidad y sancionar por los hallazgos controvertidos. 
23. Morena centra su alegación en negar que contratara o pagara las publicaciones promocionadas en la página de internet, sin controvertir la consideración del INE relativa a que recibió un beneficio a partir de la difusión pautada y que no acreditó, con elementos de convicción, un deslinde formal que cumpla con los criterios de eficacia, idoneidad, oportunidad y juridicidad, razón por la cual se sostuvo la responsabilidad ahora controvertida.
24. Dicho beneficio fue explicado a partir del emblema de Morena, el lema institucional, la referencia en la etiqueta #GuanajuatoDateCuenta y las coincidencias con los espectaculares que fueron reportados dentro del Sistema Integral de Fiscalización, elementos que relacionan los anuncios con publicidad del partido, conforme a la jurisprudencia 48/2024[footnoteRef:5]. [5:  De rubro FISCALIZACIÓN. EL BENEFICIO A UNA PRECAMPAÑA, CAMPAÑA, CANDIDATURA O PARTIDO POLÍTICO, DERIVADO DE UN GASTO POR PROPAGANDA, ES INDEPENDIENTE DE LA AUTORÍA MATERIAL Y EL PAGO DE LA MISMA. Consultable en Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 17, número 29, 2024, pp. 158, 159 y 160.] 

25. Aunado a lo anterior, Morena sostuvo que la página de internet le era ajena y que las publicaciones promocionadas se encontraban protegidas por el derecho de libertad de expresión; sin embargo, esta Sala Superior advierte que no se identifica en sus agravios alguna actuación de deslinde que haya dejado de valorarse y tampoco explica por qué es incorrecto el razonamiento de la autoridad respecto a la ausencia de acciones que lo desvinculen frente al beneficio observado.
26. Adicionalmente, se precisa que la sola referencia a la libertad de expresión tampoco subsana esa falta de confrontación; incluso, en la revisión efectuada por la responsable, se distingue la opinión libre y espontánea de una persona ciudadana, en contraste al servicio brindado para efecto de ampliar la difusión y el alcance de las publicaciones, el cual fue pagado y generó un beneficio.
c) Alcance territorial de las publicaciones promocionadas
27. En cuanto al agravio de indebida acreditación del elemento de territorialidad por no comprobar el ámbito geográfico de difusión de las publicaciones en redes sociales, también resulta ineficaz porque pretende exigir que la responsable realice un estudio de distribución de los anuncios, el público al que se dirigieron y el alcance que tuvieron, lo cual, no fue ordenado en la ejecutoria del SUP-RAP-77/2026. 
28. Esta Sala Superior advierte que la autoridad responsable para cumplir con lo ordenado valoró la publicidad pautada, con la entidad federativa de Guanajuato, a partir del contenido, los signos partidistas y la coincidencia de diversos elementos con los incluidos en una campaña institucional local reportada por Morena, por lo que el vínculo examinado corresponde al comité que se benefició por esa comunicación y no al número de personas que recibieron los anuncios en cada entidad. 
d) Cambio de calificación jurídica de la conducta y derecho de defensa
29. Es infundado el agravio por el que se aduce una variación en la calificación de la conducta, porque el cambio atiende al examen ordenado en los efectos del SUP-RAP-77/2026, sobre definir la naturaleza del recurso destinado a las publicaciones, esto es, en la ejecutoria se mandató a la autoridad explicar si correspondía cuantificar el tipo de gasto como propio o sobre aportaciones en especie de personas físicas dentro de la contabilidad de Morena.
30. Al respecto, se advierte que la nueva calificación jurídica se fundamentó, por parte de la responsable, en los artículos 55, numeral 1, de la Ley General de Partidos y 121, párrafo 1, inciso I), del Reglamento de Fiscalización, que en esencia, prohíben a los partidos recibir aportaciones de personas no identificadas, y obligan a rechazarlas.
31. En el caso, el servicio proporcionado a Morena consistió en promover y difundir anuncios mediante pauta activa, a través de la página “Infórmate Morena”, desde la cual se publicaron los anuncios, sin que la denominación referida, identifique por sí sola a la persona que financió la difusión; al respecto, Morena negó la contratación, pero no desvirtuó haber obtenido el beneficio, por lo tanto, la conclusión no se apoya únicamente en que las publicaciones provinieran de terceras personas.
32. Del mismo modo, la alusión a que la autoridad fiscalizadora no realizó las diligencias necesarias con la plataforma Meta o con alguna otra autoridad para poder tener mayores elementos para imponer la sanción, no sustituye el servicio documentado y el deber del sujeto obligado de responder a la observación de la autoridad. Este órgano jurisdiccional estima que identificar a la persona que pagó permite esclarecer el origen del recurso, pero esa circunstancia no sustituye la obligación del partido de reportar o acreditar que no obtuvo ningún beneficio.
33. Tampoco se acredita ante este órgano jurisdiccional, la afectación que aduce el recurrente, al derecho de audiencia, con motivo del cambio de la calificación de la conducta, porque las observaciones que la autoridad le comunicó en su momento comprendieron los anuncios detectados en la investigación, la identificación de quien aportó, además de que se le requirió comprobantes, contratos, recibos y cualquier aclaración que Morena estimara pertinente. 
34. De los requerimientos efectuados por la autoridad responsable, y la respuesta que Morena le dio a cada uno de ellos, se advierte que se le respetó la oportunidad de defensa, en conjunto con la información sobre el servicio brindado, el origen del recurso y la documentación aportada de la investigación.
35. Se observa que, en el cumplimiento emitido por el INE, se conservaron los anuncios publicados en la plataforma digital y los servicios observados en el dictamen, también en él se analizó el ingreso en especie que había sido incluido en los requerimientos, de manera que no incorporó otra operación sobre la que Morena careciera de oportunidad de pronunciarse. Además, en el presente recurso no aporta pruebas adicionales para sostener sus afirmaciones.  
36. Respecto a la vulneración al principio non reformatio in peius, esta Sala Superior considera que es infundado, porque en la determinación emitida en cumplimiento, la sanción exigible se mantuvo en $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.), mediante reducción del veinticinco por ciento de las ministraciones mensuales, y se conservaron la calificación grave ordinaria, la culpa y la ausencia de reincidencia. 
37. Es decir, aunque el INE, calculó una sanción por una cantidad de $120,000.00 (ciento veinte mil pesos 00/100 M.N.), al aplicar el doscientos por ciento al monto involucrado, limitó expresamente el importe, atendiendo precisamente al principio non reformatio in peius, a los $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.), impuestos inicialmente.
38. Sobre la variación en el fundamento para calificar la conducta sancionada, se estima que no reviste una medida sancionadora adicional, al encontrarse comprendido en los efectos de la ejecutoria dictada previamente por este órgano jurisdiccional, en las observaciones que se le hicieron al partido recurrente y que tuvo la oportunidad de contestar. 
39. Por las razones expuestas, se procede a confirmar la conclusión 7.12-C1-MORENA-GT y la sanción de $90,000.00 (noventa mil pesos 00/100 M.N.), en los términos establecidos por el Consejo General.
[bookmark: _Toc245137788]4.2.2.  Conclusión 7.15-C2-MORENA-JL	
	Conclusión
	       Monto de la sanción

	7.15-C2-MORENA-JL “El sujeto obligado omitió reportar gastos por concepto de honorarios asimilables a sueldos, en el informe de campaña correspondiente al Proceso local por un importe de $1,211,014.54.”
	Una reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la ministración mensual que corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para el Sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar la cantidad de $1,816,521.81 (un millón ochocientos dieciséis mil quinientos veintiún pesos 81/100 M.N.).



4.2.2.1. Contexto de la infracción.
40. La autoridad fiscalizadora observó que, durante la revisión del Informe Anual 2024 del Comité Ejecutivo de Jalisco, Morena registró egresos por servicios profesionales cuya temporalidad y características coincidían con el periodo de campaña electoral, sin reportarlos en los informes de campaña, lo que incluyó la contratación de personal adicional y referencias al término “proceso” en los CFDI; al respecto, el partido sostuvo que se trataba de contrataciones ordinarias de carácter administrativo y técnico, ajenas a fines proselitistas, cuya clasificación obedecía a prácticas internas y a una carga operativa extraordinaria derivada del proceso electoral.
41. Al resolver el SUP-RAP-77/2026, este órgano jurisdiccional revocó la conclusión que se analiza por falta de exhaustividad, ya que la autoridad se limitó a analizar únicamente dos de las siete actividades señaladas en los informes presentados, respecto de las cuales no concluyó que se involucraban con funciones del proceso electoral, sino únicamente que incurrían en inconsistencias, de ahí que resultaba necesario analizar la totalidad de actividades, es decir, las cinco restantes, para determinar la actualización de la infracción o si se encontraba en algún supuesto de excepción, para así atender los argumentos de defensa del partido recurrente.
42. En cumplimiento a lo anterior, el INE analizó la totalidad de actividades descritas en los informes y concluyó que el partido omitió reportar gastos de campaña derivado de operaciones relacionadas con honorarios asimilables a salarios, por contrataciones eventuales en el periodo de marzo a junio de dos mil veinticuatro. Por lo que le impuso una sanción económica de $1,816,521.81 (un millón ochocientos dieciséis mil quinientos veintiún pesos 81/100 M.N.).
4.2.2.2. Agravios.
43. Morena plantea que existe una valoración indebida respecto a la contratación de personal asimilable a salarios correspondientes a siete actividades ordinarias, y que, aunque coinciden con el periodo de campaña, ello no demuestra su finalidad electoral.
· Primera actividad. La autoridad confunde la fecha de elaboración del material (en el periodo de marzo a junio de dos mil veinticuatro) con la fecha en que contablemente se registró su impresión (diciembre de dos mil veinticuatro).
· Segunda actividad. La inexistencia de invitaciones a eventos de capacitación no desvirtúa las actividades contratadas en el periodo observado.
· Tercera actividad. No se trató del desglose de gastos de dos mil veinticuatro, sino del ejercicio dos mil veintitrés, aunque las personas contratadas laboraron de marzo a junio de dos mil veinticuatro.
· Cuarta actividad. La ausencia de gastos específicos para foros y eventos no demuestra que el contacto ciudadano no se realizó en el periodo observado.
· Quinta actividad. La ausencia de un registro contable de asambleas no implica que las actividades de coordinación no existieron.
· Sexta actividad. Se confunden tareas de organización de eventos con funciones de coordinación intrapartidista, que no necesariamente deben estar registradas.
· Séptima actividad. Relacionada con la distribución de materiales de acción del partido, señala que la falta de registros de adquisición de éstos no significa que no se distribuyeron en el periodo observado.

44. Por otra parte, aduce violación a las garantías de audiencia y defensa, derivado de la incorporación de elementos novedosos y de una nueva clasificación del gasto; ya que la autoridad adicionó argumentos y criterios para reclasificar las remuneraciones del personal contratado de marzo a junio de dos mil veinticuatro, como gastos de campaña, sin que dicha premisa forme parte de la observación original, por lo que existe un exceso en el cumplimiento. 

45. Alega la indebida interpretación y aplicación del artículo 217 del Reglamento de Fiscalización, por clasificar las remuneraciones del personal temporal como gastos de campaña, sin analizar sus funciones efectivas y utilizar los comprobantes fiscales con la palabra “proceso”; lo anterior, genera a la par una indebida fundamentación y motivación, pues no justificó por qué los gastos observados quedan excluidos de la excepción del referido precepto del reglamento y deben considerarse como erogaciones de campaña, cuando las personas contratadas realizaron funciones de contabilidad y rendición de cuentas.

4.2.2.3. Decisión 

46. Los agravios resultan ineficaces e infundados, por lo que procede confirmar la conclusión sancionatoria 7.15-C2-MORENA-JL.
a) La autoridad fue exhaustiva al estudiar la totalidad de las actividades reportadas y se pronunció sobre la excepción del artículo 217 del Reglamento de Fiscalización.

47. Esta Sala Superior estima que son ineficaces los agravios relacionados con la contratación de personal asimilable a salarios, que correspondieron a siete actividades ordinarias, ya que el recurrente no aporta elementos de prueba suficientes para acreditar sus inconformidades y la responsable estudió la totalidad de las actividades conforme a lo ordenado en el SUP-RAP-77/2026.
48. Para lo anterior, se estima necesario precisar que la Ley General de Partidos[footnoteRef:6] y el Reglamento de Fiscalización disponen que los partidos políticos son sujetos obligados a la comprobación de gastos ordinarios trimestrales y anuales, así como de campañas electorales, para lo cual deben acompañar la documentación atinente a efecto de que la autoridad fiscalizadora corrobore que el destino de los recursos corresponda a las finalidades legalmente permitidas. [6:  Título Octavo. De la Fiscalización de los Partidos Políticos, del artículo 72 al 84.] 

49. En lo atinente a actividades ordinarias, si bien el artículo 257 del Reglamento de Fiscalización establece la documentación que debe adjuntarse a los informes anuales que presenten los partidos políticos, también se contemplan diversos preceptos que señalan cómo deben comprobarse los gastos realizados.
50. Tal es el supuesto del artículo 127, en que se fundamenta la infracción, que dispone que los egresos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación original expedida a nombre del sujeto obligado, y que la misma deberá cumplir con requisitos fiscales.
51. En  los artículos 172 y 173 del propio Reglamento de Fiscalización, se establece además de que los gastos programados de los partidos deberán ser soportados con las pólizas de registro, acompañadas de los comprobantes debidamente vinculados con la actividad; para aquellas relacionadas con educación y capacitación política, deberán presentar, entre otras,  las muestras de la convocatoria, programas, listas de asistencia, fotografías y publicidad; en tanto que para las actividades relacionadas con investigación, análisis y diagnósticos políticos deberán adjuntar el avance de éstas con la metodología aplicada. 
52. Por su parte, el artículo 277, numeral 1, inciso a), del mismo ordenamiento dispone la obligación a cargo de los institutos políticos para extender invitación a la UTF, a los eventos que realicen con motivo de la promoción política de las mujeres. 
53. En este sentido, ha sido criterio reiterado de esta Sala Superior[footnoteRef:7] que, en materia de fiscalización, y en los procedimientos sancionadores que se deriven de ésta, la carga de la prueba corresponde a los sujetos obligados. Por tanto, dentro del sistema de fiscalización electoral, quienes tienen el deber de reportar erogaciones, presenten toda la documentación comprobatoria que soporte la licitud de sus operaciones y el destino y aplicación de los recursos erogados. Lo anterior, para que la autoridad tenga plena certeza de que los recursos fueron aplicados exclusivamente para sus propios fines, los cuales deberán ser constitucional y legalmente permitidos.  [7:  Véase SUP-RAP-687/2017 y Acumulado, y SUP-RAP-763/2017.] 

54. En cumplimiento a la sentencia SUP-RAP-77/2026, el INE analizó las siete actividades señaladas por Morena, y desvirtuó que se relacionaran con actividades ordinarias ante la falta de respaldo documental y registros contables necesarios, así como la insuficiencia del dicho del partido para tenerlas por ciertas. 
55. Así, determinó que, ante la periodicidad de las contrataciones, la desproporción en el personal contratado de los meses de enero a junio de dos mil veinticuatro y el comportamiento contable existía una base objetiva y razonable que permitía inferir que las erogaciones observadas se encuentran vinculadas con las actividades propias de campaña.
56. Morena pretende controvertir las consideraciones del Consejo General respecto a la evaluación de las siete actividades, sin embargo, esta Sala Superior advierte que no ofrece o indica prueba documental fehaciente que apoye su dicho o desvirtúe lo señalado por la autoridad, pasando por alto que, en materia de fiscalización la carga de la prueba la tienen los sujetos obligados.
57. Al respecto, se precisa el planteamiento de Morena respecto a las actividades analizadas por la responsable y el motivo de su ineficacia.

	
Confrontación de razonamientos

	Ineficacia

	La autoridad confunde la fecha de elaboración del material -periodo de marzo a junio de dos mil veinticuatro- con la fecha en que contablemente se registró su impresión -diciembre de dos mil veinticuatro- para concluir que no corresponde.
	Con independencia de que el registro contable PN1/DR-45/24-12-24 sea del mes de diciembre de dos mil veinticuatro, esa cuestión corrobora únicamente el gasto de impresión de material, y no la erogación observada que corresponde a honorarios asimilables a salarios, por la contratación de personal eventual.

	La inexistencia de invitaciones a eventos de capacitación no desvirtúa las actividades contratadas en el periodo observado.
	Su planteamiento no desvirtúa la obligación contenida en el artículo 277, del Reglamento de Fiscalización, en cuanto a la carga de avisar a la UTF, respecto al desarrollo de eventos de capacitación. Aspecto que aportaría un elemento para corroborar su ejecución.

	El informe de rendición de cuentas no se trató del desglose de gastos del dos mil veinticuatro, sino del ejercicio de dos mil veintitrés, aunque las personas contratadas laboraron de marzo a junio de dos mil veinticuatro.
	Tal circunstancia no se hizo valer en las respuestas de contestación de oficios de errores y omisiones y no deriva de la literalidad de lo expuesto en el informe; tampoco desvirtúa la obligación del artículo 370, del Reglamento de Fiscalización, atinente a la presentación de contratos con cláusulas claras y recibos de pago por este concepto, que corroboren las actividades desempeñadas.

	La ausencia de gastos específicos para foros y eventos no demuestra que el contacto ciudadano no se realizó en el periodo observado.
	Los planteamientos no desvirtúan la obligación establecida en los artículos 127, 172, 173, 184 y 185, del Reglamento de Fiscalización, atinente a la presentación de registros para gastos ordinarios, realización de foros, actividades de capacitación, tareas de investigación, diagnóstico y distribución de materiales de difusión partidista. Medios que se establecen para la acreditación de su ejecución.

	La ausencia de un registro contable de asambleas no implica que las actividades de coordinación no existieron.

	

	La autoridad confunde tareas de organización de eventos con funciones de coordinación intrapartidista, que no necesariamente deben estar registradas
	

	La falta de registros de adquisición de materiales de acción no significa que no se distribuyeron en el periodo observado.
	



58. En este sentido, de la revisión a las consideraciones de la autoridad responsable, respecto a las siete actividades de referencia, se hace notar la consideración respecto a la ausencia tanto de registros contables como de cualquier otra evidencia documental como reportes, listas de asistencia, convocatorias, bitácoras, fotografías o cualquier otro elemento de prueba que acreditara el desarrollo efectivo de las acciones descritas. 

59. Asimismo, se hace patente la omisión de invitaciones a la UTF respecto de aquellas actividades que, reglamentariamente, los partidos políticos se encuentran obligados a extender a la unidad; aspectos tales que Morena omite confrontar con evidencia material, en términos de lo previsto por los artículos 127, 172, 173, 184, 185 y 277, del Reglamento de Fiscalización.
  
60. Por otra parte, para  la comprobación de gastos por servicios personales que se relacionan con honorarios asimilables a salarios el artículo 370, del Reglamento de Fiscalización exige que se presenten los recibos debidamente requisitados, así como los contratos en los que se establezcan claramente las obligaciones y derechos de ambas partes, el objeto del contrato, tiempo, tipo y condiciones del mismo, importe contratado, formas de pago, penalizaciones y todas las demás condiciones a las que se hubiere comprometido, además de adjuntarse la copia simple de la credencial para votar u otra identificación oficial. Aspectos que, en su caso, permiten corroborar el cumplimiento de la obligación y el legal destino de los recursos.

61. Si bien esta Sala Superior advierte que, en su demanda, y solo respecto a una de las actividades analizadas, Morena alude al informe de actividades presentado, donde señala que el personal contratado realizó informes de rendición de cuentas[footnoteRef:8]; tal afirmación resulta insuficiente para evidenciar alguna irregularidad en la actuación de la autoridad, pues más allá de la narración de la actividad, no comprueba que efectivamente se hubieran realizado a efecto de que las actividades observadas puedan tenerse plenamente reportadas como de naturaleza ordinaria, y no como gastos de campaña electoral. [8:  “Se presentó el informe ante el INE, conforme al Reglamento de Fiscalización, que incluyó un desglose de todos los gastos realizados durante el año, acompañado de una justificación para cada uno de ello”. 
] 


62. El recurrente indica sobre este tema que la autoridad tuvo que considerar que las tareas englobadas en informes de rendición de cuentas correspondían al año dos mil veintitrés; no obstante, esta cuestión no se detalla de manera explícita en el informe de actividades. 

63. Contrario a ello, la prueba de referencia contiene expresamente el periodo comprendido del primero de marzo al treinta de junio de dos mil veinticuatro, sin que resulte suficiente su dicho respecto a que debía inferirse, de manera contextual, que se trataba del desglose de gastos del dos mil veintitrés, a partir de que, conforme al Acuerdo INE/CG281/2024 tenía como límite el primero de abril de ese año, para presentar el informe anual. 

64. Este órgano jurisdiccional federal advierte que el partido recurrente no controvierte directamente las consideraciones de la autoridad responsable respecto al objeto de los contratos que fueron motivo de análisis, donde se señaló que la cláusula primera de cada uno de ellos establecía que el objeto del servicio consistió en la realización de “actividades políticas”, pero que tal descripción era genérica, carente de precisión operativa y sin que se hayan aportado informes de actividades, cronogramas, evidencia documental o elementos que permitan verificar la naturaleza estrictamente administrativa de las labores desarrolladas. 

65. Del mismo modo, tampoco señala que exista prueba de la que se advierta que el personal eventual participó en la rendición de cuentas de la campaña del proceso electoral de la entidad de dos mil veinticuatro, ante el aumento en las cargas de trabajo y el elevado número de candidaturas, en términos del artículo 217, numeral 2, del Reglamento de Fiscalización[footnoteRef:9], para en su caso entrar en el supuesto de excepción del referido precepto. [9:  Los partidos y coaliciones deberán reportar a la Unidad Técnica a la presentación del informe de campaña, la relación de las personas que realizarán las actividades listadas en el numeral anterior, describiendo nombre completo, cargo, dirección, y clave de elector y monto total de remuneraciones otorgadas por dichas actividades; asimismo, deberán informar a la Unidad Técnica los movimientos a la referida relación de personas, dentro de los tres días siguientes a su modificación. Lo anterior, con base en lo dispuesto en el artículo 76, numerales 2 y 3 de la Ley de Partidos.] 


66. Por otro lado, el recurrente parte de una premisa inexacta ya que el INE precisó que los comprobantes fiscales con la palabra “proceso” no eran el elemento determinante de la decisión, sino que la infracción se actualizaba a partir de la valoración integral de la documentación fiscal, de la temporalidad de la contratación, del incremento extraordinario del personal y del objeto contractual -consistente en actividades políticas- elementos que, en su conjunto, permiten advertir que las erogaciones corresponden a actividades realizadas durante el proceso electoral. 

67. Así, tampoco resulta relevante la cuestión aducida por el apelante referente a que la autoridad exigió la existencia de lineamientos internos, manuales administrativos o criterios institucionales que expliquen la utilización de dicho término -en los recibos presentados- como parte de un esquema de clasificación interna del gasto, ya que ese argumento no constituye el eje central de la actualización de la infracción, sino que fue un razonamiento secundario a efecto de evidenciar que la defensa del partido político no se veía respaldada en un instrumento partidista, y que por ello resultaba insuficiente. 

68. Por tanto, tal como señaló el Consejo General, se refuerza la presunción de que se trata de servicios vinculados con actividades de carácter electoral, puesto que el empleo de personas para la realización de actividades políticas dentro del periodo de campaña actualiza una presunción de utilidad electoral, misma que únicamente puede desvirtuarse mediante prueba plena, lo cual no ocurrió en el caso.

69. Ahora, también resulta ineficaz la inconformidad respecto a que fue indebido que el INE no actualizara la causa de excepción prevista en el artículo 217, del Reglamento de Fiscalización por el solo hecho de que se trataba de contrataciones eventuales y que con base en ello aplicó la disposición del artículo 76, numeral 1, inciso b) de la Ley General de Partidos; ello, porque contrario a lo referido por el recurrente, el INE sostuvo que la excepción no se actualizó porque no se comprobó que dichas contrataciones hubieran realizado funciones de rendición de cuentas, -y  no bajo el argumento de que se tratara de personal eventual- aspecto que ya ha quedado dilucidado en esta ejecutoria. De ahí su ineficacia.

b) No existe afectación a la garantía de audiencia y tampoco se acredita exceso en el cumplimiento

70. Resulta infundado el agravio relacionado con la equiparación conceptual de trabajador eventual y personal destinado a actividades de campaña, ya que, contrario a lo referido por el apelante, ello no transforma la litis, tampoco el hecho concreto observado que fue la omisión de reportar salarios por prestación de trabajos temporales durante el periodo de marzo a junio de dos mil veinticuatro. 

71. En ese contexto, no constituye un argumento novedoso de la autoridad el hacer alusión al artículo 199 numeral 4, inciso b) del Reglamento de Fiscalización, en relación con el artículo 76, numeral 1, inciso b) de la Ley General de Partidos, para fundamentar que los gastos de campaña incluyen las contrataciones eventuales. Ello, al formar parte de lo ordenado en el SUP-RAP-77/2026 como justificación de la no aplicabilidad de la excepción del artículo 217, del Reglamento de Fiscalización. De ahí que tal cuestión no lleve a concluir una violación al derecho de audiencia y defensa de la parte recurrente. 

72. Por lo anterior, del análisis al dictamen consolidado, en específico, respecto al cumplimiento de lo ordenado por esta Sala Superior, se advierte que las referencias al carácter y alcances en materia de fiscalización establecidos para el personal eventual, así como las diferencias frente al funcionariado que realiza actividades de rendición de cuentas, están dadas para justificar las circunstancias donde la normativa permite una excepción para considerarlos como gastos de campaña. 

73. En ese sentido, lo que realizó la autoridad responsable fue un razonamiento lógico-jurídico para sustentar que no se actualizaba la excepción a la regla del artículo 217, del Reglamento de Fiscalización, como fue ordenado por este órgano jurisdiccional, bajo los siguientes términos. 
1) El artículo 217, numeral 1, del Reglamento de Fiscalización dispone que no se considerarán dentro de los gastos de campaña los pagos u honorarios de los funcionarios o empleados que preparan los informes o la contabilidad para los procesos de rendición de cuentas.
2) En el caso no fue probado que las contrataciones temporales observadas hubieran realizado actividades de rendición de cuentas.
3) No es un hecho controvertido que las contrataciones fueron eventuales y coinciden con el periodo de campaña.

74. Por tanto, con fundamento en el artículo 199, numeral 4, del Reglamento de Fiscalización y 76, numeral 1, inciso b), de la Ley General de Partidos, la autoridad precisó que los gastos de campaña incluyen los sueldos y salarios del personal eventual, y como no se acreditó que las contrataciones temporales observadas realizaran funciones de rendición de cuentas, no era oponible la excepción del referido artículo 217, del Reglamento. 

75. Atento a lo anterior, al haber resultado infundados e ineficaces los agravios del recurrente, lo procedente es confirmar, en la materia de impugnación, el acuerdo controvertido. 
[bookmark: _Toc211354072][bookmark: _Toc232158126][bookmark: _Toc235097467][bookmark: _Toc245137789]5. RESOLUTIVO
ÚNICO. Se confirma, en la materia de impugnación, el acuerdo controvertido.  
NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda.
En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, devuélvase la documentación exhibida.
Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron la magistrada y los magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante el secretario general de acuerdos quien autoriza y da fe que la presente sentencia se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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